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Referencia: PRESTACIONES SOCIALES. Incapacidades transcripción incapacidades particulares  Radicado: 2021206011183220212060111832 del
03 de Marzo de 2021.

 

Reciba un cordial saludo por parte de Función Pública. En atención a la comunicación remitida por parte de Ministerio de Trabajo, mediante la
cual realiza algunos interrogantes, me permito manifestarle que los mismos serán resueltos en el mismo orden consultado:
 

Primero. En aquellos casos en los que la EPS no transcriba una incapacidad, ¿el costo total de la incapacidad deberá ser cubierto por la entidad
pública como empleador?

 

En relación con las incapacidades, el artículo 206 de la Ley 100 de 1993, expresa:

 

«ARTÍCULO  206.  INCAPACIDADES.  Para  los  afiliados  de  que  trata  el  literal  a)  del  artículo  157,  el  régimen  contributivo  reconocerá  las
incapacidades generadas en enfermedad general, de conformidad con las disposiciones legales vigentes. Para el cubrimiento de estos riesgos
las Empresas Promotoras de Salud podrán subcontratar con compañías aseguradoras. Las incapacidades originadas en enfermedad profesional y
accidente de trabajo serán reconocidas por las Entidades Promotoras de Salud y se financiarán con cargo a los recursos destinados para el pago
de dichas contingencias en el respectivo régimen, de acuerdo con la reglamentación que se expida para el efecto.»

 

Es pertinente tener en cuenta, que el auxilio por incapacidad corresponde al reconocimiento de la prestación de tipo económico y pago de la
misma que debe realizar la autoridad correspondiente, de conformidad con lo señalado en las normas legales vigentes, al afiliado cotizante que
previo el dictamen médico certificado por la Entidad Promotora de Salud o la Administradora de Riesgos Profesionales, según corresponda, se
encuentre en imposibilidad temporal para continuar desempeñando las funciones de su empleo.

 

El Decreto 780 de 2016 Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Salud y Protección Social, señala:

 

«ARTÍCULO 3.2.1.10. Ingreso Base de Cotización durante las incapacidades o la licencia de maternidad. […] 

https://www.funcionpublica.gov.co
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5248#100
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5248#206
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=77813#780
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=77813#780
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=77813#3.2.1.10
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PARÁGRAFO 1°. En el Sistema General de Seguridad Social en Salud serán a cargo de los respectivos empleadores las prestaciones económicas
correspondientes a los dos (2) primeros días de incapacidad originada por enfermedad general y de las Entidades Promotoras de Salud a partir
del tercer (3) día y de conformidad con la normatividad vigente.

 

En el Sistema General de Riesgos Laborales las Administradoras de Riesgos Laborales reconocerán las incapacidades temporales desde el día
siguiente de ocurrido el accidente de trabajo o la enfermedad diagnosticada como laboral.

 

Lo anterior tanto en el sector público como en el privado.

 

PARÁGRAFO  2°.  Durante  los  períodos  de  incapacidad  o  de  licencia  de  maternidad,  los  afiliados  que  se  encuentren  en  tales  circunstancias
deberán presentar estas novedades por medio de la Planilla Integrada de Liquidación de Aportes a través de su empleador, o directamente si se
trata de trabajadores independientes, por todo el tiempo que duren dichas licencia o incapacidad.

 

(Art. 40 del Decreto 1406 de 1999, parágrafo 1° modificado por el artículo 1° del Decreto 2943 de 2013).

 

De la lectura de la normatividad referida nos permite concluir que los primeros dos días de incapacidad están a cargo del empleador y, si esta se
extiende, de ahí en adelante la prestación económica respectiva la debe cubrir la correspondiente entidad promotora de salud a la cual se
encuentra afiliado el funcionario público.

 

De conformidad con la Circular Interna No. 00024 de marzo 15 de 2004, expedida por el Ministerio de la Protección Social, la autoridad
competente para conocer sobre seguridad social, tanto del sector público como privado, es ese Ministerio, por lo que le sugerimos se dirija a ese
organismo con el fin de que se pronuncie sobre el particular.

Sin embargo, a manera de información se tiene que el Ministerio de la Protección Social, mediante concepto No. 182 del 2004, se pronunció
sobre el tema en consulta, en los siguientes términos

 

“Así las cosas y expuesta la normatividad anterior, se tiene que por disposición legal las incapacidades son reconocidas por el Sistema General
de Seguridad Social en Salud a través de las Entidades Promotoras de Salud, razón por la cual, es claro que siendo las EPS las que deben
reconocer en principio las incapacidades, estas deben ser expedidas por los médicos dé dicha entidad o de su red prestadora.

 

No obstante lo anterior, si una incapacidad ha sido expedida por un médico no autorizado para ello por la EPS, se ha consagrado la figura de la
transcripción de la incapacidad, según la cual, la incapacidad expedida se traslada al formulario oficial de la EPS donde está afiliada la persona y
con fundamento en esto, se procede al reconocimiento de la misma.

 

Por lo anteriormente expuesto, se concluye que toda incapacidad expedida por el médico u odontólogo no autorizado para ello por la EPS, debe
ser transcrita en los términos y condiciones que señale para el efecto cada EPS y si ello no ocurrió, la incapacidad no será válida y el empleador
no debe aceptarla.”

 

Conforme a lo anterior y en aras de dar respuesta al primer interrogante toda incapacidad expedida por un médico no autorizado para ello por la
EPS, debe ser transcrita en los términos y condiciones que señale para el efecto cada EPS y si ello no ocurrió, la incapacidad no será válida y el
empleador no debe aceptarla, por consiguiente al no tener la incapacidad en debida forma.

 

Segundo. ¿La entidad, si asume el costo total de una incapacidad no transcrita por una EPS, ¿debe efectuar el descargo de cuentas por cobrar?

 

http://www.gerencie.com/el-servidor-publico.html
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Respecto al segundo interrogante, debemos tener en consideración lo expuesto a lo largo del presente concepto, por lo cual, si la incapacidad es
prescrita por un médico particular y la EPS no realiza la transcripción de la misma, la entidad para donde presta sus servicios no podrá tomarla
como válida, como consecuencia la administración no está obligada a reconocer el pago del auxilio por enfermedad, partiendo del hecho que es
una obligación de la respectiva EPS.

 

Tercero. ¿Sería procedente adelantar un proceso de cobro coactivo para que la EPS asuma el costo de una incapacidad no transcrita?

 

Al respecto, es procedente mencionar que, el artículo 121 de la Constitución Política, sobre las funciones asignadas a las entidades del estado
dispuso que “Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley.”
 
Ahora  bien,  la  Corte  Constitucional  mediante  Sentencia  C-666  de  2000  definió  la  jurisdicción  coactiva  como:  “un  privilegio  exorbitante  de  la
Administración, que consiste en la facultad de cobrar directamente, sin que medie intervención judicial, las deudas a su favor, adquiriendo la
doble calidad de juez y parte, cuya justificación se encuentra en la prevalencia del interés general, en cuanto dichos recursos se necesiten con
urgencia para cumplir eficazmente los fines estatales”.
 
En igual sentido, mediante Sentencia C-799 de 2003, con magistrado ponente Marco Gerardo Monroy Cabra, dispuso:
 
“No sobra recordar que la jurisdicción coactiva es un “privilegio exorbitante”  de la Administración2, que le permite cobrar directamente, es
decir sin intervención judicial, las deudas a su favor, y que se justifica en los principios de eficacia y celeridad de la función administrativa a que
se refiere el artículo 209 superior. Privilegio que, de por sí, entrega a las autoridades un mecanismo efectivo y suficiente para lograr el pago de
la multa, y que es una facultad extraordinaria que “va atada indiscutiblemente a los conceptos de imperio, soberanía, poder y autoridad”.3

 
En efecto,  la  jurisdicción coactiva constituye una prerrogativa administrativa que hace que los  procesos correspondientes sean de esta
naturaleza y no procesos judiciales. Su objetivo es hacer efectiva la orden dictada por la administración, de cobro de una obligación monetaria a
su favor4 y su fundamento jurídico radica en el principio de ejecutividad de los actos administrativos a que se refiere el artículo 64 del Código
Contencioso  Administrativo,  según  el  cual  "Salvo  norma  expresa  en  contrario,  los  actos  que  queden  en  firme  al  concluir  el  procedimiento
administrativo  serán  suficientes,  por  sí  mismos,  para  que  la  administración  pueda  ejecutar  de  inmediato  los  actos  necesarios  para  su
cumplimiento. La firmeza de tales actos es indispensable para la ejecución contra la voluntad de los interesados."5 (Destacado fuera del texto).
 
Por otra parte, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo señala:
 
“ARTÍCULO 98. Deber de recaudo y prerrogativa del cobro coactivo. Las entidades públicas definidas en el parágrafo del artículo 104 deberán
recaudar las obligaciones creadas en su favor, que consten en documentos que presten mérito ejecutivo de conformidad con este Código. Para
tal efecto, están revestidas de la prerrogativa de cobro coactivo o podrán acudir ante los jueces competentes.”
 
De acuerdo con los anteriores, la jurisdicción coactiva constituye un privilegio exorbitante de la administración consistente en la facultad de
cobrar directamente, sin que medie intervención judicial, las deudas a su favor. Para el caso en concreto, la entidad deberá evaluar cuál es la
obligación creada en su favor, debido a que como se ha reiterado si la incapacidad es prescrita por un médico particular y la EPS no realiza la
transcripción de la misma, la entidad no podrá tomarla como válida.
 
Con relación al interrogante cuarto y quinto: ¿Los gastos que surgen por incapacidad otorgada a los servidores son asumidos con recursos del
Tesoro Público, ya que, a partir del tercer día de incapacidad, y en caso de que la prestación económica no fuese reconocida por la EPS, la
entidad cancela el 66,66% como auxilio por enfermedad y el servidor asume el 33,33%, ¿quién asume ese 33,33% si la EPS no lo asume por no
transcribir una incapacidad?

 

Respecto al interrogante cuarto y quinto, debemos tener en consideración lo expuesto anteriormente, por lo cual, si la incapacidad es prescrita
por un médico particular y la EPS no realiza la transcripción de la misma, la entidad para donde presta sus servicios no podrá tomarla como
válida, como consecuencia la Entidad no se encuentra obligada a pagar una incapacidad que no está cubierta por el correspondiente servicio
médico.

 

Para  mayor  información  relacionada  con  los  temas  de  este  Departamento  Administrativo,  le  sugerimos  ingresar  a  la  página  web
www.funcionpublica.gov.co/eva en el  link «Gestor Normativo» donde podrá consultar entre otros temas, los conceptos emitidos por esta
Dirección Jurídica.

 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#121
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5866#666
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=41249#98
http://www.funcionpublica.gov.co/eva
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El anterior concepto se emite en los términos establecidos en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso
Administrativo.

 

Cordialmente,

 

ARMANDO LOPEZ CORTES

 

Director Jurídico

 

Proyectó: Lucianny G.

 

Revisó: José Fernando Ceballos Arroyave

 

Aprobó: Armando López Cortés
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